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     La presente memoria tiene como objetivo entregar un tratamiento acabado, pero de 
fácil entendimiento a un tema contingente como es la responsabilidad del Estado en 
accidentes mineros, un tema de gran  relevancia en el mundo jurídico, toda vez que 
todavía existen autores que niegan la responsabilidad del Estado en este tipo de 
situaciones. 
     Respecto a dichos accidentes se suele pensar que las responsabilidades que surgen 
son  solamente civiles y de carácter privado púes los involucrados son los trabajadores de 
mina y la concesionaria de esta. Surgen  las dudas razonables de ¿cuál es y por qué 
motivos tendría responsabilidad el Estado en estos accidentes? y por consiguiente ¿cuál 
sería el rol que jugaría el derecho civil cuando es el   Estado precisamente el que debe 
responder?, pues bien la responsabilidad del Estado deriva de múltiples normas legales 
que van desde  leyes, decretos, reglamentos, etc. hasta la misma Constitución, donde se 
señala que uno de los principales argumentos para que el Estado responda se encontraría 
en que al constatarse la presencia de los siguientes elementos propios de la 
responsabilidad civil extracontractual como lo son:  la existencia de un hecho, acto u 
omisión antijurídico de un órgano del Estado, principalmente los que cometen sus 
funcionarios, causando daño a una víctima, quien es quién sufre o soporta el mal  
causado, muchas veces debido a la negligencia de fiscalizar adecuadamente los 
yacimientos mineros que no cumplen con las seguridades mínimas impuestas por la ley, 
para que estos puedan funcionar.  Por último una relación de causalidad entre el autor 
del daño hecho u omisión y la víctima; nacería la obligación de reparar el daño causado, 
que provoca cierto desequilibrio entre las partes, un perjuicio que no puede ser tolerado 
por el Derecho. Pues bien aceptar que dicho desequilibrio quedara impune no solo sería 
un atentado en contra del principio de la justicia sino que también en contra de la propia 
Constitución que en sus artículos 6, 7 y 38 que entre otras cosas reconoce expresamente 
el Estado de Derecho y la posibilidad  de que cualquier  persona lesionada  por la 
administración del Estado o de sus organismo reclame ante tribunales.   Pues dicho lo 
anterior la responsabilidad administrativa que enfrenten los funcionarios del Estado, en 
